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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 06
               Febrero 13 de 2013

 


La Corte Constitucional reafirmó la obligación del Congreso y del Gobierno Nacional de propiciar espacios efectivos de participación en los asuntos que afectan directamente a las comunidades indígenas, pero recordó que el derecho a la consulta previa no es absoluto.  

	  I.      EXPEDIENTE D-9139  -   SENTENCIA  C-068/13

           M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez



1.
Norma acusada

LEY 1530 DE 2012

(Mayo 17)

Por la cual se regula la organización y el funcionamiento del Sistema General de Regalías
Artículo 156. Régimen de transición para otros recursos disponibles a 31 de diciembre de 2011.

Los recursos disponibles a 31 de diciembre de 2011, correspondientes al margen de comercialización incluidos en el rubro de recaudos a favor de terceros de la Agencia Nacional de Hidrocarburos se destinarán, 50% a la Nación; 35% a las entidades beneficiarias de regalías directas en materia de hidrocarburos a la fecha de expedición de la presente ley; 10% red vial terciaria y 5% con destino al Programa de Normalización de Redes Eléctricas y al Fondo de Apoyo Financiero para la Energización de las Zonas Rurales Interconectadas. 

Los recursos que en virtud de este artículo se destinen a las entidades productoras, se asignarán en proporción a su participación del promedio total de las regalías directas giradas durante el período comprendido entre 2007 y 2010. 
2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1530 de 2012, por el cargo relativo a la falta de consulta previa con las comunidades indígenas.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE, por los cargos propuestos y analizados, el artículo 156 de la Ley 1530 de 2012, en el entendido de que los recursos del margen de comercialización asignados al Gobierno Nacional deben destinarse a los fines previstos en el artículo 361 de la Constitución Política. 

3.
Síntesis de los fundamentos 

La Corte determinó que la Ley 1530 de 2010, mediante la cual se regula la organización y el funcionamiento del Sistema General de Regalías, no vulnera los artículos 1, 2, 7, 93 y 330 de la Carta Política, ni el artículo 6º del Convenio 169 de 1989 de la OIT, que establece la obligación de adelantar la consulta previa de las comunidades indígenas. Luego de analizar las distintas pruebas que obran en el expediente, pudo constatar que el proceso de consulta fracasó toda vez que no se llegó a ningún acuerdo entre las entidades gubernamentales y las comunidades tradicionales, pese a los múltiples intentos del Gobierno Nacional dirigidos a concertar el articulado del proyecto de ley.

La Corporación verificó que las entidades gubernamentales cumplieron con su obligación constitucional de someter a consideración de las comunidades tradicionales el proyecto de ley de regalías, acorde con el principio de la buena fe y de manera libre e informada, con el propósito de que estas pudieran participar e intervenir activamente en la redacción final de su articulado, al tiempo que constató la renuencia a participar y la decisión autónoma por parte de los pueblos indígenas de apartarse del proceso, con fundamento en varias razones que –más allá de la especial protección que demandan del Estado- exteriorizan su derecho a decidir sobre sus prioridades y estrategias de desarrollo. 

Para este Tribunal, no cabe de duda que el Gobierno Nacional está obligado a propiciar espacios efectivos y razonables de participación en los asuntos que afectan directamente a las comunidades indígenas, y en ciertos eventos deben contar con su consentimiento. Sin embargo, si no se llega a un acuerdo o el mismo se frustra por la decisión autónoma de dichos pueblos, no existe razón para frenar el proceso legislativo en asuntos que a la vez son de interés general, como ocurre con las regalías, y en las que el Constituyente impuso obligaciones concretas de actuación con el fin de realizar precisos objetivos constitucionales. En todo caso, como ha ocurrido en otras oportunidades, la Corte advirtió que en el desarrollo de la ley, particularmente en lo referente a la adopción de medidas administrativas susceptibles de afectar directamente los intereses de los pueblos indígenas, también es exigible la consulta previa con la plenitud de sus garantías. 
Por otra parte, a juicio de esta Corporación, el artículo 156 de la Ley 1530 de 2012 no desconoce los artículos 58, 360 y 361 de la Constitución. En primer lugar, la calidad o no de regalía del margen de comercialización no es un aspecto que haya sido objeto de determinación por las normas constitucionales, por lo que se trata de una materia sobre la cual el Congreso tiene una potestad de configuración amplia, a diferencia de lo expuesto por el demandante para quien el margen de comercialización es un concepto que se deriva del régimen constitucional de regalías, por lo que solo las entidades territoriales pueden ser partícipes en la distribución de dicho concepto. En segundo término, el precepto demandado no tiene aplicación retroactiva, como lo afirma el actor, pues su naturaleza jurídica corresponde a una típica norma de tránsito legislativo, prevista para asegurar la destinación de los recursos del margen de comercialización de los  recursos naturales no renovables que no habían sido objeto de distribución a 31 de diciembre de 2011, esto es, frente a una situación jurídica todavía no consolidada en el tiempo, en desarrollo del efecto retroactivo de la ley.

Con todo, habida consideración del precedente señalado en la sentencia C-1055/12, la destinación a la Nación del 50% de esos recursos, incluidos en el rubro de recaudos a favor de la Agencia Nacional e Hidrocarburos, debe tener las mismas limitaciones que los recursos provenientes de las regalías, en virtud de la aplicación de los principios constitucionales de equidad y solidaridad. En este sentido, se condicionó la exequibilidad del artículo 156 de la Ley 1530 de 2012, a que dichos recursos se destinen a las finalidades establecidas en el artículo 361 de la Constitución Política.

4.
Salvamentos parciales y aclaraciones de voto

Los magistrados María Victoria Calle Correa y Jorge Iván Palacio Palacio salvaron parcialmente su voto, al considerar que los recursos provenientes del “margen de comercialización” se derivan del proceso de explotación de recursos naturales no renovables y, por lo mismo, son de propiedad de las entidades territoriales, de modo que no pueden ser asignados al Gobierno Nacional. A su juicio, como lo señalaron al apartarse de la sentencia C-1055/12, el legislador desconoció abiertamente los artículos 360 y 361 de la Constitución Política al asignar el 50% de los recursos correspondientes a los márgenes de comercialización, por cuanto estos se derivan del mismo proceso de explotación de los recursos naturales no renovables. Por tal motivo, constituyen recursos de propiedad de las entidades territoriales y no podían ser asignados al Gobierno Nacional. 

En su concepto, la declaración de exequibilidad condicionada no subsana la inconstitucionalidad evidente de la norma acusada, por cuanto la administración de tales recursos continúa en cabeza del Gobierno Nacional, en contravía de lo dispuesto por los artículos 360 y 361 de la Carta Política, de manera que el artículo 156 ha debido ser declarado inexequible. 

Adicionalmente, la magistrada María Victoria Calle Correa aclaró el voto sobre las circunstancias apremiantes en las que se realizó la consulta previa a las comunidades sobre el proyecto que dio origen a la Ley 1530 de 2012 y cómo esa iniciativa había podido radicarse desde temprano en la Mesa Permanente, para permitir que se hubiera llevado a cabo la consulta en toda su extensión. En este caso, resultaba un proceso muy complejo, si se tiene en cuenta que debía adelantarse en conjunto con todos los demás proyectos que requieren de consulta previa.  Por su parte, el magistrado Jorge Iván Palacio Palacio se reservó la presentación de una eventual aclaración de voto sobre el punto de la consulta previa a las comunidades tradicionales.  
De otro lado, el magistrado Mauricio González Cuervo aclaró el voto sobre las consideraciones que se hacen en la sentencia respecto de la obligatoriedad de la consulta previa de actos legislativos reformatorios de la Constitución, con lo cual no está de acuerdo, como lo ha expresado en anteriores decisiones sobre la materia. 
Existencia de cosa juzgada respecto de la inconstitucionalidad de la Ley 1520 de 2012, que implementó el TLC con EE.UU, en lo que se relaciona con los derechos de autor
	  II.     EXPEDIENTE D-9081 -   SENTENCIA  C-069/13

           M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub



1.
Norma acusada

LEY 1520 DE 2012, por medio de la cual se implementan los compromisos adquiridos en virtud del “Acuerdo de Promoción Comercial” suscrito entre Colombia y los Estados Unidos de América y su “Protocolo Modificatorio, en el marco de la política de comercio exterior e integración económica”.

2.
Decisión

ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-011 de 2013, mediante al cual se declaró inexequible la Ley 1520 de 2012. 
